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Capítulo cuarto

REFORMAS CONSTITUCIONALES 
EN LA ERA DE LOS GOBIERNOS DIVIDIDOS: 

¿HACIA LA CONSOLIDACIÓN 
DE UN RÉGIMEN DEMOCRÁTICO?

I. Condiciones políticas de obstrucción, 
colaboración y complicidad

El objetivo de esta sección es dar cuenta de las reformas constitucionales 
que se aprobaron en los veintiún años de los gobiernos sin mayoría y ana-
lizar cuáles de ellas tienen mayor incidencia en el proceso de consolidación 
del neonato régimen democrático. Primero haré unas reflexiones generales; 
después veremos el total de reformas cuantificadas y explicadas por decreto, 
cuáles eran las diferentes coaliciones que podían lograr la mayoría requerida 
y, finalmente, presentaré un somero análisis cualitativo de algunas de ellas 
ordenadas por sexenio y por los temas que considero más relevantes para el 
fortalecimiento de la democracia.

Para valorar este periodo de reformas constitucionales tomaremos en 
cuenta la perspectiva de los autores que analizan las características de los 
cambios normativos políticos y sociales en clave de procesos de consolida-
ción o, en su caso, tendencias que debilitan a la democracia. Diamond y 
Morlino (2005) consideran que la consolidación de la democracia requiere 
fortalecer diversos aspectos del sistema político que trascienden las eleccio-
nes competitivas; entre las más importantes acciones que tienden a forta-
lecer las libertades fundamentales se encuentran: el sistema de rendición 
de cuentas vertical y horizontal, la responsividad y la participación. Por su 
parte, cuando Dahl (1971) habla de poliarquía, también hace alusión a las 
características que refuerzan el carácter democrático de un régimen: li-
bertad de asociación, organización, elecciones competitivas y justas; liber-
tad de pensamiento y de expresión, que permitan la existencia de fuentes 
alternativas de información e instituciones capaces de controlar el poder, 
entre las más importantes. Rosanvallon (2015) asegura que el buen gobier-
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no debe trascender a los procesos electorales; igualmente, Sartori (1987) o 
Przeworski ofrecen herramientas de análisis para determinar la fortaleza 
o debilidad de las democracias, después de alcanzada la democracia pro-
cedimental (Bobbio, 1986).

En términos generales, se puede afirmar que la tercera ola de demo-
cratización (Huntington, 1991) en América Latina estuvo marcada por la 
promulgación de nuevos pactos constitucionales que dieron estructura a los 
nuevos regímenes, lo que les permitió, simbólicamente, marcar un antes, 
autoritario, y un después, democrático.119 En México, como ya hemos se-
ñalado, no hubo este momento fundacional que abrogara la Constitución 
de 1917 y promulgara una nueva; tuvimos lo que Elizondo y Nacif  (2002) 
llamaron “cambio sin ruptura”, o lo que Merino denominó “transición vo-
tada” (2003). En México la transformación del sistema político se ha hecho 
a partir de múltiples reformas constitucionales, todas ellas parciales, sin una 
carta de navegación previa, con innegables avances, terribles contradiccio-
nes y algunas contrarreformas.

A pesar de que la Constitución mexicana es, en principio, rígida —o 
sea, difícil de modificar—, la realidad es que en todas las épocas de la his-
toria posrevolucionaria ha habido un gran número de enmiendas. Juristas 
y politólogos han tratado de explicar este fenómeno; antes de 1997 el argu-
mento principal descansaba en la hegemonía del partido en el poder que 
logró las siete décadas de priismo por su gran capacidad de adaptación a 
través de reformas constitucionales, ya que no enfrentaba resistencia parla-
mentaria para introducir cambios. En ese sentido, se esperaba que en los 
gobiernos sin mayoría fuera sumamente complicado introducir innovacio-
nes en la Constitución. Sin embargo, la sola revisión cuantitativa del núme-
ro de decretos aprobados entre 1997 y 2018 desmiente esa hipótesis; como 
veremos a continuación, la Constitución siguió reformándose consistente-
mente, lo que ha provocado un texto constitucional tan voluminoso como 
farragoso y desordenado (Pozas et al., 2020; Valadés & Fix-Fierro, 2016).120

119		 Algunas de las Constituciones más importantes de la región, promulgadas en el úl-
timo cuarto del siglo XX, son: Argentina (1994), Bolivia (1994), Brasil (1988), Colombia 
(1991), Chile (1980), Ecuador (1979), Guatemala (1985), Panamá (1983), Paraguay (1992), 
Perú (1979), República Dominicana (1996) y Uruguay (1997). Este periodo se conoce como 
“neoconstitucionalismo latinoamericano”.

120		 Tena Ramírez, autor clásico del constitucionalismo mexicano, inventó, sin asomo de 
sarcasmo, el concepto de “constituyente permanente”. Hasta ahora, en México nunca se han 
establecido artículos irreformables por definición, como sí los hay en muchas de las Constitu-
ciones nuevas latinoamericanas; tampoco se ha introducido la obligación de someter a refe-
réndum (aprobación de toda la población en votación directa) las reformas constitucionales 
(Casar & Marván, 2014).
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Ríos de tinta han corrido para tratar de explicar este activismo reformis-
ta. Casar y Marván (2014) proponen una tesis general, común a todos los 
periodos estudiados, la fe de los mexicanos en general y de la clase política en 
particular, en que no hay mal nacional que no pueda ser remediado por una 
reforma constitucional. Estos autores contabilizan los decretos de reformas 
constitucionales entre 1917 y 2018, dividiéndolos en seis periodos y tomando 
en cuenta el grado de pluralización representada en el Congreso. Primera 
etapa, entre 1917 y 1928, la época del “Faccionalismo sin disciplina parla-
mentaria”, donde hubo siete decretos de reforma. Segunda, el periodo de 
1928 a 1946, al que llamaron “Surgimiento y consolidación del partido único 
y de la disciplina de los legisladores”; se aprobaron 32 decretos. Tercera, entre 
1946 y 1963, “La época del partido hegemónico”; se aprobaron 22 decretos. 
Cuarta, periodo que va de 1964 a 1978, llamada por estos autores el tiempo 
del “Partido dominante y pluralismo moderado”; se aprobaron 29 decretos 
de reforma constitucional. Quinta, que va de 1979 hasta 1997, llamada por 
ellos “Del partido dominante al mayoritario”; fueron 48 decretos de reforma 
constitucional. Sexta y última, la “Era de los gobiernos sin mayoría”; es decir, 
entre 1997 y 2018,121 fueron 103 los decretos de reforma constitucional.

Desde que se promulgó la Constitución de 1917 y hasta el 30 de no-
viembre de 2018, se aprobaron 247 decretos de reformas, y el 42.73% co-
rresponde a los veintiún años de gobiernos divididos. Ahora bien, si pone-
mos atención al promedio de decretos aprobados por año en los 101 años 
que transcurrieron entre 1917 y 2018, fue de 2.38, pero si tomamos en 
cuenta solamente lo aprobado en los veintiún años de gobiernos divididos, 
el promedio sube a más del doble, son 4.9 por año. Si contabilizamos las 
reformas por artículo, el número puede llegar a ser todavía más impactan-
te: tenemos 374 artículos reformados durante los cuatro sexenios, en una 
Constitución que sólo cuenta con 136 artículos; es decir, hubo suficientes 
reformas como para reescribirla más de dos veces.

En la tabla 5 tenemos el número de decretos aprobados por Legislatura. 
En las primeras legislaturas de Calderón (2006-2009) y en las de Peña Nieto 
(2012-2015), fueron en las que más decretos de reforma se aprobaron, 22 
y 26, respectivamente. El presidente al que más trabajo le costó reformar 
la Constitución fue a Fox, pues sólo pudo introducir cinco decretos, lo que 
sin duda frenó su proyecto presidencial; el PRI se propuso que el sexenio de 
Fox fuese un fracaso, o al menos de éxitos limitados. En la tabla 6 tenemos 
el número de artículos reformados por sexenio; nuevamente Peña Nieto es el 
presidente que más artículos reformó (155) y Fox el que menos (31).

121		 El texto de Casar y Marván llega hasta 2012, pero incluyo hasta 2018 en el mismo pe-
riodo, ya que se mantiene la misma condición de gobierno sin mayoría o gobierno dividido.
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Tabla 5. Número de decretos 
de reforma constitucional por Legislatura

Legislatura Número de decretos 

LVII
(1997-2000) 13

LVIII
(2000-2003) 5

LIX
(2003-2006) 12

LX
(2006-2009) 22

LXI
(2009-2012) 15

LXII
(2012-2015) 26

LXIII
(2015-2018) 10

Total 103

Fuente: elaboración propia con datos del Sistema de Información Legislativa, dispo-
nibles en: http://sil.gobernacion.gob.mx/portal/Numeralia/integracionCongreso (fecha de con-
sulta: 20 de abril de 2023).

Tabla 6. Número de artículos 
reformados por sexenio

Presidente Número de artículos 
reformados

Ernesto Zedillo Ponce de León 78

Vicente Fox Quesada 31

Felipe Calderón Hinojosa 110

Enrique Peña Nieto 155

Total 374

Fuente: elaboración propia con datos de la Cámara de Diputados, disponibles en: 
https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum_per.htm (fecha de consulta: 13 mayo 
de 2023).
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¿Por qué entonces hay un prejuicio tan extendido que dice que los 
presidentes de los gobiernos divididos se enfrentaron sistemáticamente 
con un bloqueo por parte de las oposiciones, que les impidió sacar ade-
lante su proyecto de gobierno? Por paradójico que parezca, hay buenas 
razones que han alimentado el mito de la parálisis. Hubo algunos fracasos 
emblemáticos a importantes iniciativas presidenciales, en especial en las 
primeras dos legislaturas, la última de Zedillo y la primera de Fox. Por 
ejemplo, Zedillo no logró pasar la reforma constitucional en materia indí-
gena, con la que se pretendía buscar una salida constitucional al conflicto 
desatado el 1o. de enero de 1994 por el Ejército Zapatista de Liberación 
Nacional (EZLN), y tampoco pasó su propuesta de reforma en materia 
energética. Fox, por su parte, presentó seis iniciativas de reformas consti-
tucionales, de las cuales le rechazaron tres muy importantes: la energética, 
la penal y la fiscal.

También hubo otros enfrentamientos claros entre un Poder Legislativo 
empoderado que, al menos en términos relativos, menguó la fuerza otrora 
incontestable del Ejecutivo; sucedieron algunas negativas a iniciativas y so-
licitudes del presidente que, en su momento, fueron altamente mediáticas, 
como por ejemplo, haberles negado a ambos la posibilidad de salir a una 
gira de trabajo al extranjero sin ninguna razón de fondo, o el rechazo de 
todas las oposiciones a la miscelánea fiscal presentada por Zedillo en 1997 
(Pérez & Torres, 2021).

Es innegable que hay un quiebre en la relación entre ambos poderes, y 
ya referimos que el Ejecutivo deja de ser la única fuente de iniciativas lega-
les, incluidas las reformas constitucionales; también es cierto que no todas 
las iniciativas presentadas desde la presidencia se aprobaron; la negociación 
entre partidos se convirtió en algo indispensable; en no pocas ocasiones 
éstas fueron completamente “desfiguradas” en el ánimo de generar el con-
senso necesario para su aprobación. Asimismo, ya habíamos comentado 
que en muchas ocasiones las iniciativas fueron presentadas por el partido 
del presidente y no directamente por el titular del Ejecutivo, buscando con 
esto incrementar sus posibilidades de aprobación. Se presentaron casos ex-
tremos en los que la iniciativa era introducida por un legislador de otro par-
tido con el que previamente se había pactado un acuerdo. Así, ninguno de 
los cuatro presidentes logró que pasaran todas las reformas constitucionales 
que habían propuesto.

Si observamos la tabla 7, podemos ver con claridad que Calderón y 
Peña Nieto fueron más eficaces que Zedillo y Fox en dos sentidos: en el 
número total de reformas constitucionales aprobadas, así como en la pro-
porción de las que presentó directamente el Ejecutivo y fueron aprobadas. 
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Desde una perspectiva optimista, podríamos decir que fue desapareciendo 
lo que Laura Valencia (2020) denominó “parlamentarismo salvaje”, para 
entrar en un periodo de “parlamentarismo racionalizado”. Sin embargo, 
no debemos olvidar que, tanto en la aprobación del presupuesto como 
en la aprobación de reformas constitucionales, en muchas ocasiones la 
racionalidad la introdujo el beneficio personal de los legisladores. Como 
dije en el capítulo anterior, hay evidencia de que en algunas ocasiones los 
votos se pagaron, ya fuera con la aprobación de fondos para determina-
das obras públicas de las que los legisladores obtenían ganancias directas 
a través de las constructoras, o inclusive con dinero en efectivo que salía 
directamente de las arcas de la Tesorería de la Federación a las cuentas de 
los legisladores.

Tabla 7. Iniciativas de reformas constitucionales presentadas 
por el Ejecutivo y aprobadas por el Congreso (1997-2018)

Legislatura Presidente Presentadas Aprobadas

LVII
(1997-2000) Zedillo 4 2

LVIII
(2000 -2003) Fox 6 3

LIX
(2003-2006) Fox 8 3

LX
(2006-2009) Calderón 6 5

LXI
(2009-2012) Calderón 2 2

LXII
(2012-2015) Peña Nieto 10 6

LXIII
(2015-2018) Peña Nieto 10 3

Total 46 24

Fuente: elaboración propia con información del Sistema de Información Legislati-
va, disponible en: http://sil.gobernacion.gob.mx/portal/Numeralia/integracionCongreso (fecha 
de consulta: 20 de abril de 2023).

Después de la reforma político-electoral de 1996 se estableció que nin-
gún partido político, por sí mismo, podría tener más de 300 curules, es decir, 
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el 60% de la Cámara de Diputados, habida cuenta de que para reformar la 
Constitución se necesita la aprobación calificada de las dos terceras partes, 
66%, o sea, 330 votos. Lo que se estableció fue que ningún partido podría, 
por sí mismo, reformar la Constitución, lo que significa que es indispensable 
generar acuerdos por lo menos entre dos fuerzas políticas.

Teóricamente, entre los elementos que más influyen para conseguir 
una coalición parlamentaria están: la distribución de curules entre los par-
tidos políticos; la cercanía ideológica de los partidos de oposición con el 
partido gobernante (Sartori, 1976), y la capacidad de las élites partidistas 
de disciplinar a sus legisladores. En México, entre 1997 y 2018 las princi-
pales decisiones políticas del país dependieron de los acuerdos entre las tres 
principales fuerzas políticas: PRI, PAN y PRD, y en general, no hubo coa-
liciones estables; hubo la necesidad de construir acuerdo por acuerdo en 
cada votación. Tanto el PRI como el PAN, en su calidad de partidos en el 
gobierno, tuvieron una innegable obsesión por conseguir amplias mayorías 
para reformar la Constitución, por lo que es posible afirmar que partieron 
siempre del supuesto de que la legitimidad de lo aprobado dependía de 
manera directa de la amplitud de la coalición aprobadora.

Las coaliciones amplias no son positivas ni negativas en sí mismas. En algunos 
casos como en el derecho a la alimentación o incluso la inclusión de la ini-
ciativa ciudadana, revela un consenso generalizado sobre un derecho o una 
política pública. En otros, la conducta de intentar coaliciones más amplias 
termina por desfigurar el propósito de las iniciativas. Muestra también una 
concepción —errónea y nociva— de que mientras más amplia sea la coali-
ción más legitimidad tiene la reforma. (Casar & Marván, 2014, p. 40)

II. Reformas constitucionales: 
entre la consolidación democrática 
y el febril activismo de tres partidos

A continuación, ofreceré un panorama general de aquellos decretos de refor-
ma constitucional que pudieran haber afectado, de manera directa, en el pro-
ceso de consolidación democrática. Hay que reconocer que hubo reformas, 
tanto en la llamada parte dogmática, que se refiere a la definición de los de-
rechos fundamentales, como en la parte orgánica, referida a la organización 
del Estado. Lo que aquí presento es un análisis organizado por sexenio y por 
temática. Los temas que considero relevantes para el análisis son: 1) recono-
cimiento y ampliación en materia de derechos fundamentales; 2) relación 
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entre poderes, aquí incluiré la aparición de los OCA; 3) participación política 
y derechos electorales; 4) seguridad, administración y procuración de justicia, 
en un sentido lato que incluye las reformas relacionadas con la materia penal; 
5) rendición de cuentas y transparencia en el ejercicio gubernamental, y 6) el 
papel del Estado en la economía.122 Como se verá enseguida, un decreto pue-
de tener efectos importantes en más de uno de los temas señalados.

Primero, con respecto a la ampliación de derechos fundamentales, 
el llamado Constituyente Permanente introdujo avances sustanciales en 
la Constitución a través de múltiples reformas, no necesariamente cohe-
rentes, pero sin lugar a duda, progresivas. En una doble vertiente, por un 
lado, la ampliación de los derechos fundamentales; por otro, el fortaleci-
miento institucional de las entidades del Estado que deberán protegerlos 
(Pou, 2014). Estas reformas son aprobadas por altos consensos, cercanos 
a la unanimidad, por dos razones: la primera, que políticamente es muy 
costoso oponerse a ellas; la segunda, que en México se ha separado la 
ampliación de derechos, en términos constitucionales, de la creación de 
verdaderas políticas públicas a las que se les asigne presupuesto para su 
efectiva garantía (Casar & Marván, 2014). Estas reformas rara vez estuvie-
ron acompañadas del diseño de políticas públicas que contaran con pre-
supuesto federal; en ese sentido, su efectividad fue muy limitada. Como 
bien plantean Stephen Holmes y Cass Sunstein (1999), los derechos, al 
imponer una obligación moral, deben pasar del “deber” (ought) al “poder” 
(can), y es precisamente el Estado el que debe ocuparse de fondear con 
impuestos esas nuevas obligaciones. En el caso mexicano rara vez se ha 
hecho esto, lo que genera que muchas de estas reformas acabaran siendo 
casi declarativas de buenos propósitos.

Segundo, la relación entre los tres poderes y el sistema de controles y 
equilibrios fue reformada en múltiples ocasiones, disminuyó el poder del Eje-
cutivo y tanto el Legislativo como el Judicial fueron fortalecidos, sin embar-
go, todavía no podemos decir que hubo una verdadera construcción de un 

122		 Como quedó establecido en la introducción, ni las reformas relacionadas con la se-
guridad pública ni las reformas que incidieron en el papel del Estado en la economía, están 
directamente vinculadas con el proceso de consolidación democrática. Sin embargo, dada la 
importancia de ambos temas en los cuatro sexenios, me pareció que debían formar parte del 
análisis. El tema de seguridad pública, procuración y administración de justicia fue crítico; 
muchas de las propuestas fueron de carácter punitivo, lo que no necesariamente contribuyó 
al fortalecimiento de la democracia, en especial porque no mejoró la capacidad del Estado 
en materia de seguridad pública ni disminuyó la impunidad. Por otra parte, en el sexenio de 
Peña Nieto, el Pacto por México supuso una nueva forma de concebir el papel del Estado 
como acelerador del desarrollo económico. Su negociación estuvo enmarcada en el acuerdo 
de la relación entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo.
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sistema de controles democrático y robusto, en el sentido que Lowenstein 
propone (Huerta, 2010). De acuerdo con Valadés (2018), la tibieza y algunas 
regresiones de estos cambios son algunas de las razones que han impedido 
la transformación de un régimen de presidencialismo autoritario en un sis-
tema presidencial democrático. Por su parte, Eric Magar (2014) señala que, 
en materia de control entre poderes, fueron muy pocas las reformas relevan-
tes, y, en todo caso, resultaron insuficientes para crear un efectivo sistema de 
control entre poderes.

En este periodo aparecen los OCA; se crean instituciones especializadas 
en un tema o función que es considerado demasiado importante como para 
que esté sujeto a la voluntad política del presidente en turno o de la mayoría 
legislativa (Salazar, 2017). Esta tendencia a crear OCA fue una apuesta por 
generar un sistema de controles y equilibrios mucho más sofisticado, y en 
todos los casos acotan al Poder Ejecutivo e incrementan las facultades del 
Legislativo en el nombramiento de las personas titulares que formarán par-
te del cuerpo colegiado correspondiente.

En tercer lugar, tenemos las reformas en materia de participación polí-
tica y derechos electorales, que buscan consolidar lo alcanzado hasta 1996, 
las condiciones de equidad en la contienda. Con la reforma de 2007 se im-
pusieron serias limitaciones a la actividad político-electoral del partido en el 
poder, el llamado incumbent debería mantenerse al margen y no podría, en 
ningún momento, hablar a favor del candidato de su partido ni presumir los 
logros de su gobierno. Se introdujo la prohibición de comprar tiempo aire 
en los medios electrónicos a cualquier persona física o moral, al tiempo que 
se otorgó tiempo de manera gratuita a las personas candidatas y los parti-
dos políticos. En 2014 el proceso de nacionalización del sistema electoral 
introdujo una gran complejidad en el marco normativo: por primera vez se 
aprobaron algunas formas de democracia directa o democracia participati-
va (Marván & Navarro, 2019).

Cuarto, el tema de la seguridad pública. El crecimiento de las activida-
des del crimen organizado y la incapacidad institucional para la procura-
ción y administración de justicia elevó a niveles alarmantes la impunidad, 
tanto en crímenes del fuero común como en aquellos del fuero federal. Éste 
fue un problema central durante este periodo, e impactó directamente sobre 
la legitimidad de los gobiernos. Se buscó, sin éxito, hacerle frente a través de 
las reformas en el tema de seguridad pública, administración y procuración 
de justicia (Carbonell, 2014).

Quinto, se introdujo un tema nuevo en el sistema político mexicano: la 
transparencia y el acceso a la información pública gubernamental. Para ello 
hubo, primero, innovación legal, y posteriormente, las reformas constitucio-
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nales para institucionalizar la nueva concepción del derecho a la informa-
ción. Los cambios, relacionados tanto con la rendición de cuentas como con 
la prevención y combate a la corrupción, están estrechamente vinculados, 
ya que, conforme avanzó el periodo de los gobiernos sin mayoría, ésta se 
extendió en los tres ámbitos de gobierno: federal, estatal y municipal. Tanto 
en materia de acceso a la información como en materia anticorrupción se 
crearon sendos sistemas nacionales para coordinar las políticas públicas en 
los tres niveles de gobierno.

Por último, pero no por ello menos importante, está el tema de las refor-
mas que incidieron en la redefinición del papel del Estado en la economía. Si 
bien no necesariamente están relacionadas con el proceso de consolidación 
democrática, considero que deben incluirse en este apartado por el hecho de 
que fue hasta el sexenio de Peña Nieto que finalmente se aprobaron, en gran 
medida gracias al Pacto por México.

III. Reformas entre 1997 y 2000

Durante el periodo de la LVII Legislatura, segunda mitad del sexenio de 
Zedillo, en materia de derechos humanos y con dos reformas, se introduce 
el derecho a la doble nacionalidad,123 y en el artículo 4o. se agrega el reco-
nocimiento explícito de los derechos de niñas y niños a la satisfacción de sus 
necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral,124 y el derecho a un medio ambiente adecuado.125 Asimis-
mo, se disminuye a 30 años la edad para ser senador, lo que impacta también 
en materia de participación política y derechos electorales.

 El 13 de septiembre de 1999 la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos sale de la égida del Poder Ejecutivo y se transforma en un OCA. Esto 
impacta tanto en el tema de los derechos fundamentales, porque se fortalece 
la institución especializada en revisar la actuación del Estado en la materia, 
como en la relación entre poderes.126

123		 DOF, 20 de marzo de 1997, y DOF, 26 de febrero de 1999, Decreto por el que se de-
claran reformados los artículos 30, 32 y 37 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

124		 DOF, 7 de abril de 2000, Decreto por el que se declara reformado y adicionado el 
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

125		 DOF, 28 de junio de 1999, Decreto por el que se declara la adición de un párrafo 
quinto al artículo 4o. constitucional y se reforma el párrafo primero del artículo 25 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

126		 DOF, 13 de septiembre de 1999, Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Por lo que respecta a la relación entre poderes, hay que destacar otras 
dos reformas. Primero, el decreto del 11 de junio de 1999,127 en el que se 
cambia el proceso de nombramiento de los consejeros del Consejo de la Ju-
dicatura Federal.128

Hasta junio de 1999 un consejero era nombrado por el Presidente, dos por 
el Senado y los restantes eran un magistrado de tribunales colegiados, uno 
de tribunales unitarios, y un juez de distrito, todos ellos seleccionados por 
insaculación. La reforma eliminó la aleatoriedad del proceso, otorgándole a 
la Suprema Corte la facultad de nombrar a los tres consejeros representantes 
del Poder Judicial. (Magar, 2014, p. 266)

Con este cambio la Suprema Corte ganó más poder en detrimento de la 
imparcialidad del Consejo de la Judicatura, ya que en decisiones importan-
tes tiene la posibilidad de controlar los votos del Poder Judicial e imponerse 
sobre los otros dos poderes, lo que disminuyó su función de contrapeso. En 
el esquema de controles y equilibrios del poder, lo establecido en la reforma 
de 1994 era más favorable a una división de poderes con capacidad de cons-
tituir entre sí controles democráticos. Por encima de la ética democrática se 
impuso el interés de la SCJN de concentración del poder.129

El decreto del 30 de julio de 1999,130 que transformó la CMH en la 
ASF, cambió el procedimiento de revisión de la Cuenta Pública. Esta refor-
ma incidió de manera directa en el Poder Ejecutivo, quien perdió discre-
cionalidad en materia presupuestaria. El Legislativo resultó fortalecido, al 
obtener muchas más y mejores herramientas en la estructura de rendición 
de cuentas. La ASF depende de la Comisión de Vigilancia de la Cámara de 
Diputados, pero fue diseñada con autonomía operativa y presupuestal. Ade-
más, se estableció que el nombramiento del auditor requiriera de mayoría 
calificada y una permanencia de ocho años, con el propósito de romper la 
lógica sexenal. El auditor debe entregar su revisión de la Cuenta Pública a 

127		 DOF, 11 de junio de 1999, Decreto por el que se reforman los artículos 94, 97, 100 
y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

128		 Órgano administrativo de la Carrera Judicial, creado anteriormente con la reforma al 
Poder Judicial del 31 de diciembre de 1997.

129		 La primera reforma constitucional introducida por Zedillo, el 31 de diciembre de 
1994, fue la transformación de la Suprema Corte de Justicia, pues se le dieron importantes 
funciones de tribunal constitucional y en la que se creó el Consejo de la Judicatura Federal 
(CJF) como órgano encargado de la administración, vigilancia y disciplina de la Carrera Ju-
dicial de la Federación; la SCJN está exceptuada de la autoridad de este órgano y la persona 
que la preside, a su vez, preside el CJF.

130		 DOF, 30 de julio de 1999, Decreto por el que se declaran reformados los artículos 
73, 74, 78 y 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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la Comisión de Vigilancia de la Cámara de Diputados, que, a su vez, debe 
someterla a la aprobación del Pleno. Esta reforma es, quizá, una de las más 
importantes que abrieron la posibilidad de fortalecimiento del Poder Legis-
lativo, aunque tanto por su ejecución como por reformas posteriores que 
inhibieron la capacidad de control de éste sobre el Ejecutivo.

En términos de seguridad, administración y procuración de justicia fue 
relevante la reforma del 8 de marzo de 1999.131 De acuerdo con la expo-
sición de motivos, tuvo como objetivo hacer frente al problema del creci-
miento de la delincuencia y la inseguridad pública.132 Entre los cambios más 
importantes, redujo los requisitos para obtener una orden de aprehensión, 
estableció disposiciones sobre el manejo de los bienes asegurados y flexibili-
zó la remoción de los miembros de las instituciones policiales que pudieran 
ser considerados corruptos o ineficientes.

IV. Reformas entre 2000 y 2006

Durante el sexenio de Fox (LVIII y LIX Legislaturas) los temas más relevantes 
están relacionados con derechos fundamentales, cambios en la relación entre 
poderes y seguridad, procuración y administración de justicia. En materia de 
derechos humanos, creo importante destacar la reforma al artículo 4o., del 14 
de agosto de 2001,133 que reconoce los derechos de los indígenas y define a Mé-
xico como un país multicultural. Podemos considerar que esta fue la respuesta 
constitucional al conflicto con el EZLN, aunque no dejó satisfechos a los zapa-
tistas, ya que nada se dijo sobre el restablecimiento de la propiedad comunal de 
la tierra (artículo 27), que había sido una de sus principales demandas después 
de que Carlos Salinas de Gortari hubiese transformado la propiedad ejidal.

Se introdujo un nuevo cambio en materia de derechos de nacionalidad, 
que permite recuperarla a quienes la hayan perdido.134 Especial importancia 

131		 DOF, 8 de marzo de 1999, Decreto por el que se declaran reformados los artículos 
16, 19, 22 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

132		 Disponible en: https://www.constitucion1917-2017.pjf.gob.mx/sites/default/files/CPEUM_ 
1917_CC/procLeg/139%20-%2008%20MAR%201999.pdf.

133		 DOF, 14 de agosto de 2001, Decreto por el que se aprueba el diverso por el que se 
adicionan un segundo y tercer párrafos al artículo 1o., se reforma el artículo 2o., se deroga 
el párrafo primero del artículo 4o.; y se adicionan un sexto párrafo al artículo 18, y un últi-
mo párrafo a la fracción tercera del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

134		 DOF, 22 de julio de 2004, Decreto por el que se aprueba el diverso que reforma 
el artículo segundo transitorio a los artículos 30, 32 y 37 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.
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tiene el reconocimiento de los derechos de las víctimas de la delincuencia; 
esta reforma, por supuesto, también está directamente relacionada con im-
partición y procuración de la justicia penal.135 Asimismo, enlazada con ambas 
materias está la reforma del 9 de diciembre de 2005,136 que prohíbe de ma-
nera absoluta la pena de muerte en México, pues aunque estaba en desuso 
desde 1961, seguía vigente en algunos ordenamientos.

Por lo que hace a la relación entre poderes, hay dos reformas que fortale-
cen al Poder Legislativo en materia presupuestaria: la que amplía los tiempos 
para que la Cámara de Diputados pueda revisar el proyecto del PEF, que ya 
comentamos en el apartado sobre la institucionalización del Poder Legis-
lativo, y la del 2 de agosto de 2004,137 que duplica la duración del segundo 
periodo de sesiones del Congreso. Antes de ésta, el periodo iniciaba el 15 de 
marzo y concluía el 30 de abril; después de ésta, inicia el 1o. de febrero y 
concluye en esa misma fecha.

En materia de seguridad, administración y procuración de justicia, el 
14 de junio de 2002 se incorporó la figura de responsabilidad patrimonial 
del Estado.138 El 20 junio de 2005139 México reconoció la jurisdicción de 
la Corte Penal Internacional, y aunque fue una aceptación condicionada a la 
aprobación del Senado, ello no disminuye su importancia. Antonio Caba-
llero (2014, p.192) hace un señalamiento especialmente importante: esta 
reforma no habría sido posible sin la presión que ejercieron grupos de la 
sociedad civil dedicados a la defensa de los derechos humanos para que el 
Senado ratificara el Estatuto de Roma, que había creado a la Corte Penal 
Internacional.

El 28 de noviembre de 2005140 se reforma el artículo 73 con el objetivo 
de darle facultades al Congreso para establecer que las autoridades del fue-

135		 DOF, 21 de septiembre de 2000, Decreto por el que se declaran reformadas, adi-
cionadas y derogadas diversas disposiciones del artículo 20 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

136		 DOF, 9 de diciembre de 2005, Decreto por el que se declaran reformados los artícu-
los 14, segundo párrafo, y 22, primer párrafo, y derogado el cuarto párrafo del artículo 22 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

137		 DOF, 2 de agosto de 2004, Decreto por el que se aprueba el Decreto que reforma el 
primer párrafo del artículo 65 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

138		 DOF, 14 de junio de 2006, Decreto por el que se aprueba el diverso por el que se 
modifica la denominación del Título Cuarto y se adiciona un segundo párrafo al artículo 113 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

139		 DOF, 20 de junio de 2005, Decreto por el que se adiciona el artículo 21 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

140		 DOF, 28 de noviembre de 2005, Decreto por el que se declara adicionado un párra-
fo tercero a la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.
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ro común puedan resolver en materia de delitos federales. El 12 de diciem-
bre de 2005141 se establece un sistema integral de justicia penal para adoles-
centes, a pesar de que se hablaba mucho sobre la protección de sus derechos 
fundamentales. La finalidad última fue el endurecimiento de las penas para 
adolescentes, y se partió de la convicción del Legislativo y el Ejecutivo, de 
que era necesario atender el problema creciente de la delincuencia de las 
personas que no han cumplido los 18 años y disminuir con ello la impuni-
dad de sus delitos a través de la justicia penal.

En este punto quiero hacer notar que se presentó un fenómeno que se 
volvió recurrente, relacionado con la forma en la que se procesaron muchas 
de las reformas constitucionales del periodo. En la obsesión, ya comentada, 
por alcanzar altos niveles de consenso, medidos sólo por el número de votos, 
los partidos acordaban redacciones ambiguas que dejaban medianamente 
satisfechas a todas las fuerzas políticas; sin embargo, a la hora de querer re-
dactar las leyes secundarias, afloraban discrepancias, a veces muy profundas, 
que impedían el diseño de una verdadera política pública. En el tema de la 
justicia penal para adolescentes, hubo necesidad de introducir una nueva 
reforma constitucional el 14 de agosto de 2009 —ya en el sexenio de Calde-
rón—, para recordarles a los legisladores que tenían la obligación de sacar 
la legislación secundaria a la que les comprometían los transitorios. En estos 
veintiún años fue una constante la violación a los plazos que establecían los 
transitorios, y huelga decir que no existe sanción alguna para este tipo de 
infracciones.142

La última reforma constitucional del sexenio de Fox, el 7 de abril de 
2006,143 fue la transformación del Instituto Nacional de Estadística, Geo-
grafía e Informática en el cuarto OCA. A partir de la desconfianza de los 
legisladores en las cifras oficiales que maneja la administración pública, de-
terminaron otorgar autonomía constitucional a la institución encargada de 
levantar los censos más importantes en términos poblacionales y económi-
cos. Esta reforma supone una doble disminución del Poder Ejecutivo: en 
el ámbito formal, deja de nombrar directamente a su cuerpo de dirección, 
denominado Junta de Gobierno, y ahora se requiere la aprobación de la Cá-

141		 DOF, 12 de diciembre de 2005, Decreto por el que se declara reformado el párrafo 
cuarto y adicionados los párrafos quinto y sexto, y se recorre en su orden los últimos dos 
párrafos del artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

142		 DOF, 14 de agosto de 2009, Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al 
artículo segundo transitorio y un artículo tercero transitorio al decreto publicado el 12 de 
diciembre de 2005. Se establece un plazo de un año para expedir las leyes que se requieran 
para su implementación.

143		 DOF, 7 de abril de 2006, Decreto por el que se declaran reformados los artículos 26 
y 73, fracción XXIX-D, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.



129EL PAPEL DEL PODER LEGISLATIVO EN LA DEMOCRACIA MEXICANA

mara de Senadores o, en su caso, la Comisión Permanente; en el ámbito in-
formal, disminuye su discrecionalidad para manipular la estadística oficial.

V. Reformas entre 2006 y 2012

En el sexenio de Felipe Calderón (LX y LXI Legislaturas) damos cuenta de, 
al menos, tres reformas constitucionales de gran calado. Por orden crono-
lógico: en 2007 las relacionadas con la materia político-electoral, producto 
del conflicto poselectoral de 2006; en 2008 la que reformó el sistema penal 
para transitar de un sistema inquisitorio hacia uno acusatorio, y en 2011 la 
profunda reforma en materia de derechos humanos que cambia el contenido 
del artículo primero de la Constitución. Daré cuenta de otras que también 
considero relevantes.

En materia político-electoral hubo cuatro reformas constitucionales. No 
obstante, antes de la gran reforma constitucional del 13 de noviembre de 
2007,144 hay que mencionar dos que suelen pasar desapercibidas por la mag-
nitud de la reforma de noviembre: la primera, del 19 de junio de 2007,145 
que amplió el catálogo de servidores públicos que deberían separarse de sus 
cargos si querían ser candidatos en la siguiente elección, y la segunda, del 27 
de septiembre del mismo año,146 que está encausada a limitar tanto la posi-
bilidad de los partidos de impugnar los resultados de una elección como la 
facultad de interpretación del TEPJF para anularla. Sólo podrán hacerlo en 
caso de que exista violación de un precepto constitucional; en este sentido, 
se busca acotar la capacidad de interpretación de la autoridad jurisdiccional 
en materia electoral, sin embargo, la gran reforma del 13 de noviembre del 
mismo año da marcha atrás con este cambio.147

144		 DOF, 13 de noviembre de 2007, Decreto que reforma los artículos 6o., 41, 85, 99, 
108, 116 y 122; adiciona el artículo 134 y deroga un párrafo al artículo 97 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

145		 DOF, 19 de junio de 2007, Decreto por el que se reforma la fracción V del artículo 
55 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se amplía la relación de 
altos funcionarios públicos que tienen la obligación de separarse de su cargo, como requisito 
para ser diputado federal; y Decreto por el que se reforma la fracción VI del artículo 82 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se incorpora entre los requisitos 
para ser presidente de la República, el no ser jefe de Gobierno del Distrito Federal, y se su-
prime el término de jefe o secretario general de departamento administrativo.

146		 DOF, 27 de septiembre de 2007, Decreto por el que se reforma la fracción IV del 
artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

147		 Para ser justos en esta materia, hay que reconocer que la reforma constitucional de 
1996 había introducido un cambio esencial en materia de procuración y administración 
de justicia electoral; a saber, la posibilidad de que los conflictos poselectorales se resolvie-
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La reforma de noviembre fue producto del conflicto poselectoral de 
2006, y abrió el ciclo de lo que muchos académicos hemos llamado hiperregu-
lación en materia electoral. En nombre de la equidad en la contienda, se elevaron 
a rango constitucional algunas decisiones administrativas del IFE y otras ju-
risdiccionales del TEPJF. El artículo 41 ha crecido al punto de convertirse, 
de acuerdo con Valadés y Fix (2016), en el más voluminoso. Esta ha sido la 
manera en la que el poder constituyente ha considerado pertinente proteger 
las condiciones electorales de posibles regresiones.148

Así, para responder a la crisis poselectoral de 2006 se introdujeron im-
portantes restricciones que deberían estar encaminadas a fortalecer la equi-
dad en la contienda. Para contener la influencia creciente de los medios de 
comunicación en las campañas políticas, se estableció normativa en materia 
de publicidad y propaganda gubernamental, por lo que se crea el llamado 
modelo de comunicación política, que agrega al artículo 41 el Apartado A, con 
siete párrafos donde: hay una prohibición total a cualquier persona física o 
moral para comprar tiempo aire en radio y televisión; en contrapartida, el 
Estado entrega tiempo aire a partidos y candidatos sujetos a la regulación. 
Asimismo, se prohíbe la difamación y la calumnia, por considerar que la 
llamada “propaganda negra” o “propaganda negativa” debilita el proceso 
de democratización. Entonces, se desarrolló un robusto marco de prohi-
biciones que limitan la libertad de expresión en las campañas electorales 
(Marván, 2020).149

Se crean tiempos rígidos para el inicio y fin de las llamadas “precam-
pañas”, destinadas a la búsqueda de candidaturas al interior de los partidos 
—lo que en otros países equivaldría a las primarias—; las intercampañas y, 
finalmente, las campañas, que, en teoría, serían mucho más cortas con el 

sen en tribunales y no a través de acuerdos políticos orquestados desde la Presidencia de 
la República (Caballero, 2014), pero después de la anulación de la elección de Tabasco, 
por lo que los magistrados llamaron “causal difusa” (SUP-JRC-487/2000, y su acumulado 
SUP-JRC-489/2000) (Véase Orozco, 2011). Los partidos políticos consideraron que había 
un abuso de sus facultades de interpretación y buscaron corregirlo a través de esta reforma 
constitucional. Desde entonces existe esta discusión sobre las facultades del TEPJF.

148		 La reforma constitucional propuesta por Andrés Manuel López Obrador en 2022 no 
logró concretarse, precisamente, por no haber obtenido la mayoría calificada en el Congre-
so; la reforma legal del mismo año, considerada como regresiva, fue declarada inconstitucio-
nal por la Suprema Corte de Justicia (Véase Marván & Martín, 2023).

149		 A partir de la reforma de 2007-2008 se estableció que los únicos actores legitimados 
para hablar en las campañas políticas serían los partidos políticos y candidatos; se prohibió 
tajantemente la participación de cualquier otro sector de la población so pena de cometer 
delitos electorales; se restringió lo que los partidos y candidatos podían decir legítimamente 
y cuándo podían decir qué. En pocas palabras, en términos de Diamond y Morlino, en nom-
bre de la competencia equitativa entre los partidos, se debilitó a la opinión pública.



131EL PAPEL DEL PODER LEGISLATIVO EN LA DEMOCRACIA MEXICANA

ánimo de “ahorrar dinero”, cuestión que nunca ha sucedido. Cada una de 
estas tres etapas tiene perfectamente regulado el discurso apropiado de lo 
que se puede decir y las palabras prohibidas, como, por ejemplo, el llamado 
a la población abierta a votar por un determinado candidato en la época de 
las precampañas.

Se restringe la posibilidad de constituir partidos nacionales a sólo una 
vez cada seis años, después de la elección presidencial, y cambia la manera 
de votar por las coaliciones, en las que el votante tendrá la posibilidad de 
decidir a qué partido le concede su voto, lo que incide tanto en la reparti-
ción de curules de representación proporcional como en el umbral de par-
ticipación.150

Se incrementa el financiamiento público a los partidos políticos al cam-
biar la fórmula para calcularlo y se restringe más la posibilidad de recibir 
financiamiento de entes privados.151 Al mismo tiempo, se incrementan las 
facultades de fiscalización del IFE; la más importante, la capacidad de su-
perar el secreto bancario, fiduciario y fiscal, que permite evitar que los par-
tidos establezcan contabilidades paralelas para recibir financiamiento de 
particulares y evadir los topes de gastos de campaña.

Ahora bien, hacia el final del sexenio, a unos días de que terminara la 
LXI Legislatura, se introdujo otra reforma política que debemos ver con 
cierto detenimiento.152 Por un lado, se fortalecieron los derechos de parti-
cipación de la ciudadanía, al introducir figuras importantes de la llamada 
“democracia directa”, como son la iniciativa ciudadana y la consulta popu-
lar (versión mexicana de referéndum y plebiscito). De acuerdo con la expo-
sición de motivos y numerosas intervenciones de las y los legisladores con-
signadas en el Diario de los Debates, esta reforma buscaba mejorar la imagen 
que la ciudadanía tenía de los partidos políticos al demostrar su apertura 
hacia nuevas formas de participación que no necesariamente pasaran por el 
control de los partidos políticos.

Por otra parte, hay que mencionar la introducción de la llamada “ini-
ciativa preferente”, que busca incrementar la eficacia del presidente en 
la agenda legislativa. Ésta permite al presidente señalar como preferentes 
hasta dos de sus iniciativas al principio de cada periodo ordinario, y el 

150		 Estas medidas dificultan la aparición de nuevos partidos, así como la permanencia de 
los pequeños.

151		 En la exposición de motivos, los partidos políticos hablan de una supuesta disminu-
ción, sin embargo, la realidad es que a partir de la reforma lo que hubo fue un incremento.

152		 DOF, 9 de agosto de 2012, Decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política. 
Se reforman y adicionan los artículos 35, 36, 71, 73, 74, 76, 78, 83, 84, 85, 87, 89, 116 y 122.
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Congreso queda obligado a discutirlas en plazos perentorios. Después de 
quince años de gobiernos divididos se buscaba proporcionarle al presidente 
una herramienta nueva que lo (re)fortaleciera frente a la posible indolencia 
del Legislativo, por lo tanto, incide en la relación entre poderes: favorece al 
Ejecutivo, ya que, en temas de su especial interés, el Legislativo no podrá 
evitar discutirlas y dictaminarlas; pero no se asegura su aprobación, sólo 
se garantiza que no queden en la coloquialmente llamada “congeladora 
legislativa”.

El 18 de junio de 2008153 se aprobó una “reforma constitucional inte-
gral” en materia penal y de seguridad que buscaba, en palabras de Carbo-
nell, dar respuesta al “drama penal mexicano”: transitamos de un sistema 
inquisitivo que se llevaba por escrito en expedientes que alcanzaban el me-
dio millar de “fojas”, a un sistema acusatorio oral. De acuerdo con García 
Ramírez (2008), esta reforma sintetizó más de una decena de iniciativas 
hechas por legisladores de todos los partidos y una iniciativa que provenía 
del Poder Ejecutivo.

En el siglo XXI, México ha sido testigo de una grave crisis de seguridad 
pública en la que las instituciones de procuración y administración de justi-
cia claramente estaban —y están— rebasadas. No sólo hubo un incremento 
en el número de delitos, entre otros, el homicidio doloso y las desapariciones 
forzadas; hemos presenciado una crueldad sin precedentes en muchos de-
litos en los que participan adolescentes de apenas 14 o 15 años. La incapa-
cidad de las autoridades para prevenir, investigar y sancionar los delitos ha 
generado un paraíso de impunidad para los delincuentes comunes, y no se 
diga para el crimen organizado. Entonces, esta reforma introdujo un cam-
bio conceptual de fondo que redefine las cuatro etapas del proceso penal 
(investigación, ejercicio de la acción penal, juicio de garantías y juicio de 
tribunal), separando claramente las autoridades responsables y, sobre todo, 
las obligaciones de cada una de ellas. Impacta también el tema de derechos 
fundamentales, ya que redefine tanto los derechos de los acusados como los 
de las víctimas u ofendidos.

Por lo anterior, la reforma tiene como objetivos primordiales reducir la 
impunidad, la corrupción de ministerios públicos y jueces, acelerar el pro-
ceso de resolución y, al mismo tiempo, incrementar la transparencia en los 
juicios, especialmente para el acusado, que en muchas ocasiones ni siquiera 
tenía una idea clara acerca de qué se le estaba acusando; tampoco conocía 
el estado que podía guardar su averiguación previa y quedaba como rehén 

153		 DOF, 18 de junio de 2008, Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se reforman los 
artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22, 73, 115 y 123.
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de autoridades ministeriales y de su propio abogado defensor (Caballero, 
2014; Carbonell, 2014; García, 2008).

Asimismo, se introdujeron cambios legales que afectaron el ámbito de 
los tres poderes y niveles de gobierno en muchas normas secundarias. Ha-
bía que emprender una profunda reingeniería institucional, empezando 
por la Procuraduría General de la República (PGR) y las procuradurías 
locales, lo que suponía incrementos presupuestales tanto en la Federación 
como en las entidades de la República. Sobre todo, había que lograr un 
cambio cultural en todos los operadores del derecho penal, incluida la 
transformación de todos los programas de estudio en la carrera de derecho 
(Zepeda, 2008). La magnitud de la reforma fue directamente proporcional 
a las dificultades, y su implementación ha sido, por decir lo menos, lenta y 
complicada.

Posterior a esta gran reforma hay otras tres que afectan el ámbito de la 
procuración y administración de justicia. El 4 de mayo de 2009 se faculta 
al Congreso para legislar en materia de secuestro; el 14 de julio de 2011 se 
reforma la Constitución para que pueda establecerse la prisión preventiva 
cuando las personas sean acusadas del delito de trata de personas, y por úl-
timo, el 25 de junio de 2012, en el mismo artículo 73 de la Constitución, se 
dispone que las autoridades federales puedan atraer casos que, en principio, 
son del fuero común cuando se trate de delitos que atentan contra la liber-
tad de expresión. Si tomamos en cuenta que el Congreso tardó cuatro años 
en dictaminar esta iniciativa presentada por el Ejecutivo en 2008, entende-
remos por qué se introdujo la iniciativa preferente.

En materia de derechos humanos mencionaré, primero, algunas de las 
reformas hechas en el sexenio, para posteriormente dedicar un poco de más 
atención a la reforma de 2011. El 14 de septiembre de 2006154 se le otorgó 
a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos la facultad de presentar 
controversias constitucionales, lo que la fortalece frente al Ejecutivo y el Le-
gislativo. El 4 de diciembre del mismo año se reforma el artículo 1o. de la 
Constitución para prohibir la discriminación motivada por discapacidades. 
El 30 de abril de 2009,155 en el artículo 4o., se establece que toda persona 
tiene derecho de acceso a la cultura. En el mismo tenor están otras dos re-
formas del 12 de octubre de 2011: en una se afirma el derecho a la alimen-
tación nutritiva; en otra el derecho a la cultura física y el deporte, y al día 

154		 DOF, 14 de septiembre de 2006, Decreto por el que se adiciona el inciso g) a la 
fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

155		 DOF, 30 de abril de 2009, Decreto por el que se adiciona un párrafo noveno al 
artículo 4o.; se reforma la fracción XXV y se adiciona una fracción XXIX-Ñ al artículo 73 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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siguiente se agregan los derechos para niñas, niños y adolescentes. El 8 de 
febrero de 2012 se agrega el derecho al agua para uso personal y domésti-
co, y el 9 del mismo mes y año se reforma el artículo 3o. para establecer la 
obligatoriedad de la educación media superior.156

El 1o. de junio de 2009 se reforma el artículo 16157 para establecer 
derechos en materia de protección de datos personales, tanto frente a las 
agencias del Estado como en posesión de particulares. De manera concreta, 
cualquier persona podrá ejercer los derechos de acceso, rectificación y can-
celación, así como manifestar su oposición a la recolección o transmisión de 
sus datos personales (Derechos ARCO). Por tanto, se determina que el Ins-
tituto Federal de Acceso a la Información Pública es la institución garante 
de este derecho.

Mención especial requiere la reforma en materia de amparo del 6 de ju-
nio de 2011, aprobada apenas cuatro días antes de la gran reforma de dere-
chos humanos. En México la vía jurisdiccional que por excelencia sirve para 
que cualquier persona pueda exigir el respeto a sus derechos fundamentales 
—llamados, en ese entonces, garantías individuales— es el juicio de am-
paro. De acuerdo con Francisca Pou (2014), la reforma introducida tiene 
repercusiones en el ámbito institucional, propicia la especialización de los 
tribunales colegiados y obliga al desarrollo de sus competencias. En cierta 
medida, altera la relación entre poderes al facultar, tanto al Ejecutivo como 
a cualquiera de las dos cámaras, a urgir al Poder Judicial para que, cum-
pliendo con ciertos requisitos, resuelva sobre temas específicos. Se amplían 
las causas de procedencia del amparo, así como los sujetos legitimados para 
accionar este mecanismo de protección. Permite a la SCJN pronunciarse en 
ciertos casos para que algunas resoluciones importantes en materia de am-
paro puedan tener efectos generales.

Esta reforma tiene repercusiones en materia de derechos humanos, 
pero también en materia de procuración y administración de justicia a favor 
de los justiciables. Para que esta reforma pudiera realmente ser aplicable, 
debería hacerse una revisión general de la Ley de Amparo; no obstante que 
los transitorios le daban al Legislativo un plazo acotado a sólo 120 días, la 
“Nueva Ley de Amparo” fue publicada hasta casi dos años después, el 2 de 
abril de 2013 (Ferrer, 2013).

156		 DOF, 9 de febrero de 2012, Decreto por el que se declara reformado el párrafo pri-
mero; el inciso c) de la fracción II y la fracción V del artículo 3o., y la fracción I del artículo 
31 de la Constitución.

157		 DOF, 1o. de junio de 2009, Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo, 
recorriéndose los subsecuentes en su orden, al artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.
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La reforma del 10 de junio de 2011158 es, sin duda, la reforma más im-
portante en materia de derechos fundamentales de nuestra Constitución, ya 
que inclusive transforma su concepción filosófica. Así, cambia la denomina-
ción del Capítulo 1 del Título Primero de la carta magna: deja de llamarse 
“De las Garantías Individuales” para llamarse “De los Derechos Humanos y 
sus Garantías”. El título anterior era anacrónico y México venía rezagado en 
comparación con otros países latinoamericanos que ya habían abandonado 
esa concepción reduccionista de los derechos fundamentales, y que al haber 
tenido Constituciones de nuevo cuño habían adoptado una concepción más 
amplia y evolucionada de los derechos fundamentales (Fix-Fierro, 2011).

Hay dos cambios que parecen semánticos, pero que en realidad son de 
gran profundidad: primero, se cambia el término otorgar por el de reconocer; es 
decir, los derechos no son una graciosa concesión del Estado, sino que éste 
los reconoce y se compromete a defenderlos de una manera radicalmente 
diferente. Segundo, ya no habla de los derechos del “individuo”, ahora ha-
bla de los derechos de la “persona”, con lo que pone en el centro la dignidad 
humana y abre la puerta a la protección no sólo de las personas físicas (in-
dividuos), sino que incluye a las personas jurídicas, mal llamadas en México 
“personas morales” (Carbonell, 2014, pp. 167 y ss.).

De esta forma, los derechos humanos reconocidos en la Constitución 
quedaron equiparados con todos aquellos que se reconocen en tratados in-
ternacionales firmados por México, por lo que se introduce la figura de la 
interpretación conforme al principio de interpretación pro personae. Ambos 
obligan a las autoridades jurisdiccionales, y a cualquier autoridad operado-
ra del derecho, a utilizar la interpretación que más favorezca a los derechos 
humanos de los titulares de estos. Otro aspecto novedoso es el que el Esta-
do se obliga a investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos. El concepto de reparación es muy amplio y supone muy diversas 
formas; no se limita, de ninguna manera, a posibles compensaciones econó-
micas a las víctimas de violaciones de derechos humanos.

En el artículo 11 de la CPEUM también se agrega de forma explícita el 
derecho de toda persona (se entiende, persona extranjera) víctima de perse-
cución a solicitar asilo. Al no especificar el tipo de persecución, ésta deberá 
entenderse de la manera más amplia posible, pues simplemente se determi-
na que la persona solicitante debe ser la víctima, y el resto se lo deja a las 
leyes secundarias (Martínez, 2011).

158		 DOF, 10 de junio de 2011, Decreto por el que se modifica la denominación del 
Capítulo I del Título Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Se reforman y adicionan los artículos 1o., 3o., 11, 15, 18, 29, 33, 
89, 97, 102 y 105.
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En materia de cambios en la relación entre poderes se introducen algu-
nas disposiciones que, de manera aislada, pudieran parecer menores, pero 
que vistas en conjunto nos ofrecen un panorama interesante. El 12 de febre-
ro de 2007 se faculta al Senado para revisar las decisiones del Ejecutivo en 
materia de tratados internacionales.159

El 15 de agosto de 2008160 se introdujeron cambios al formato del in-
forme presidencial, ya que la ceremonia se había convertido en la manzana 
de la discordia en la lucha de poder entre el Ejecutivo y el Legislativo. Entre 
1997 y 2008 se presentaron muchas iniciativas de reforma para hacer de la 
ceremonia del informe presidencial un acto más republicano. En la mayo-
ría de ellas los partidos tenían el propósito de acabar, simbólicamente, con 
el llamado “Día del presidente” y convertirlo en un “auténtico ejercicio de 
rendición de cuentas” en el que el actor principal fuera el Poder Legislativo. 
Muchas fueron las iniciativas en la materia en muy variadas direcciones: 
quienes buscaban transformar el presidencialismo autoritario propusieron 
que el presidente fuera obligado a estar presente para escuchar los posi-
cionamientos de cada uno de los partidos de oposición; otros buscaron in-
troducir la pregunta parlamentaria por escrito, al estilo de los regímenes 
parlamentaristas (Mora, 2015); otras propuestas relevantes buscaban que el 
presidente entregara por escrito su informe y, posteriormente, se le citara, 
y no a los miembros de su gabinete, para una auténtica comparecencia en 
la que estuviese obligado a responder los cuestionamientos hechos por las 
personas representantes de la voluntad popular.

Sin embargo, todas esas iniciativas quedaron enterradas por el enco-
no que había provocado el conflicto poselectoral de 2006. Se introdujeron 
cambios que, lejos de avanzar de manera positiva en la lógica de hacer 
del informe un mejor mecanismo de rendición de cuentas, eliminaron la 
idea de que el presidente se presentara en el Congreso. Se desvinculó al 
informe de su propósito original: que el presidente informara a la nación, 
representada por el Congreso y la SCJN, del estado que guarda la Adminis-
tración Pública, de la cual él es titular. Así, el 1o. de septiembre de 2007 el 
PRD se negó a que Felipe Calderón se presentara en el Congreso a entregar 
el informe y presidiera la ceremonia de inauguración del periodo de sesio-
nes. Debido a que entregar el informe al Congreso era, y es, una obligación 
constitucional, se acordó que el secretario de Gobernación hiciera entrega 
del documento al presidente de la Cámara de Diputados sin que mediara 

159		 DOF, 12 de febrero de 2007, Decreto por el que se reforma el artículo 76, fracción 
I, y el artículo 89, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

160		 DOF, 15 de agosto de 2008, Decreto por el que se reforman los artículos 69 y 93 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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ceremonia alguna. En calidad de mensajero entregó el documento escrito 
en la Oficialía de Partes.

Paradójicamente, desde entonces es el presidente quien organiza su 
propia ceremonia en Palacio Nacional, a la que invita a los representantes 
del Congreso de la Unión, de la SCJN, a los titulares de los OCA, a gober-
nadores, representantes de la sociedad civil, líderes sindicales, empresarios, 
familiares y amigos. Es decir, se reforzó el “Día del presidente”, retroce-
diendo en la lógica de la rendición de cuentas. Ni una persona legisladora 
del partido en el poder ni de alguna de las oposiciones tendría que dar un 
mensaje de respuesta al discurso del presidente.

 Asimismo, con la reforma de 2008 se incrementaron las facultades del 
Poder Legislativo para llamar a los titulares de dependencias de la Admi-
nistración Pública Federal a comparecer en comisiones y obligarlos a dar 
explicaciones puntuales sobre los temas que las personas representantes 
consideraran pertinentes. Las comparecencias de los secretarios de Estado 
han servido más como actos mediáticos, que como un auténtico ejercicio de 
rendición de cuentas o análisis temático del informe presentado por el Po-
der Ejecutivo. Frecuentemente, han sido la arena de enfrentamiento entre 
el partido en el poder y las oposiciones.

Por otra parte, el 29 de agosto de 2008161 se reforma la Constitución 
para permitir al presidente ausentarse en viajes al extranjero hasta por siete 
días sin necesidad de solicitar permiso al Senado, como ya habíamos ade-
lantado en el capítulo anterior. De cualquier manera, se refuerza la obliga-
ción del Ejecutivo de informar sobre el propósito y el resultado de los viajes. 
Esta reforma generó enfrentamientos estériles entre ambos poderes; entre el 
partido del presidente y las oposiciones.

La reforma del 17 de agosto de 2011162 establece plazos precisos para 
que el Ejecutivo publique reformas aprobadas por el Congreso; es decir, 
elimina el poder discrecional del presidente para retardar o evitar la publi-
cación de una iniciativa aprobada con la cual tenga ciertas reservas. Este 
conjunto de reformas revela tensiones propias de los gobiernos divididos; 
introduce ciertos reacomodos en la relación entre el Ejecutivo y el Legisla-
tivo, pero no una transformación de fondo en el sistema de controles entre 
poderes.

Ahora bien, en el sexenio de Calderón se aprobaron iniciativas muy 
importantes en materia de transparencia, rendición de cuentas y control 

161		 DOF, 29 de agosto de 2008, Decreto por el que se reforma el artículo 88 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

162		 DOF, 17 de agosto de 2011, Decreto por el que se reforman los artículos 71, 72 y 78 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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sobre las decisiones presupuestales del Poder Ejecutivo. En orden cronoló-
gico, el 4 de diciembre del 2006163 se faculta al Poder Legislativo para emitir 
la legislación necesaria e instituir tribunales en materia de lo contencioso 
administrativo, con la finalidad de sancionar a los servidores públicos por 
responsabilidades administrativas.

El 20 de julio de 2007164 se eleva a rango constitucional el derecho de 
acceso a la información pública gubernamental, con la finalidad de impo-
ner un piso mínimo en las leyes locales sobre la materia en todas las entida-
des. En 2002 se había aprobado la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública Gubernamental, lo que desató sendos procesos 
legislativos en las 32 entidades. Sin embargo, las diferencias entre las leyes 
aprobadas fue tanta, que el Instituto Federal de Acceso a la Información Pú-
blica, de la mano con tres gobernadores165 y diversos grupos de la sociedad 
civil, promovieron la constitucionalización de este derecho, lo que significó 
un desarrollo importante del artículo 6o. constitucional. Esta reforma tiene 
repercusiones relevantes en materia de derechos humanos y potencia el de-
recho de participación política y social de la ciudadanía.

La reforma del 7 de mayo de 2008166 amplía, una vez más, el artículo 
73, y habilita al Congreso para expedir leyes en materia de contabilidad 
gubernamental aplicables a los tres niveles de gobierno, lo que fortalece las 
facultades de la ASF para que pueda ejercer un mejor control sobre el gasto 
federal que se ejerce en las diversas entidades de la República por todas las 
instituciones que reciben dinero público de la Federación.

VI. Reformas entre 2012 y 2018

En el sexenio de Enrique Peña Nieto (Legislaturas LXII y LXIII), las refor-
mas más importantes fueron aquellas vinculadas con el Pacto por México, 
que en gran medida redefinieron, una vez más, el papel del Estado en la 
economía.

163		 DOF, 4 de diciembre de 2006, Decreto por el que se reforma el artículo 73, fracción 
XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

164		 DOF, 20 de julio de 2007, Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo con 
siete fracciones al artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

165		 Amalia García, gobernadora del PRD en Zacatecas; Armando Reynosa Fermat, 
gobernador del PAN en Aguascalientes, y José Reyes Baeza, gobernador del PRI en Chi-
huahua.

166		 DOF, 7 de mayo de 2008, Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se reforman y adicionan 
los artículos 73, 74, 79, 116, 122 y 134.
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Las reformas que inciden en el reconocimiento y ampliación de los 
derechos humanos son las siguientes. Desde una perspectiva amplia, pode-
mos considerar que la reforma al artículo 40, que incorpora el carácter de 
laica a la definición de República, del 30 de noviembre de 2012,167 amplía 
la libertad de pensamiento y la libertad de credo, por ello puede caber en 
este rubro. En el mismo tenor debemos incluir la reforma del 19 de julio de 
2013,168 que reforma el artículo 24 para ampliar el significado de libertad 
de culto, al que añade libertad de conciencia, ética y religión, y de paso 
fortalece la prohibición de mezclar los actos de culto con manifestaciones 
de índole político.169

La primera reforma que se aprobó en el contexto del Pacto por Mé-
xico fue la reforma al artículo 3o., que, si bien el acceso a la educación se 
considera un derecho fundamental desde 1917, con la reforma se añadió 
el concepto de que el Estado está obligado a proveer educación de calidad, 
lo que se garantizaría a través de evaluaciones estandarizadas tanto al ma-
gisterio como al alumnado, en el entendido de que, a largo plazo, deberían 
mejorar las políticas públicas en todo el país. A pesar de las resistencias del 
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, que agrupa a todos 
los profesores de primarias y secundarias públicas, se aprobó el 26 de febre-
ro de 2013.170

 Al amparo de ésta se creó el Instituto Nacional de Evaluación Educa-
tiva como un OCA; su órgano de dirección era un cuerpo colegiado lla-
mado Junta de Gobierno, compuesta por cinco personas que se elegían a 
partir de ternas propuestas por el presidente y votadas en el Senado de la 
República por mayoría calificada (artículo 3o., fracción IX). La creación 
de esta institución fue una medida que respondió a una de las más sentidas 

167		 DOF, 30 de noviembre de 2012, Decreto por el que se reforma el artículo 40 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

168		 DOF, 19 de julio de 2013, Decreto por el que se reforma el artículo 24 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

169		 En México, desde 1857, se estableció la separación entre el Estado y la Iglesia —en ese 
momento, en singular y refiriéndose a la Iglesia católica—. Desde entonces los ministros de 
culto tienen prohibición expresa para participar en la vida política nacional, especialmente 
en la vida electoral. Esta tradición se mantuvo en el siglo XX y perdura hasta la fecha. Sin 
embargo, las violaciones a este precepto han sido constantes, en diversas ocasiones el TEPJF 
ha anulado elecciones municipales por la intervención de ministros de culto en los procesos 
de campañas electorales.

170	 	DOF, 26 de febrero de 2013, Decreto por el que se reforman los artículos 3o. en sus 
fracciones III, VII y VIII; y 73, fracción XXV, y se adiciona un párrafo tercero, un inciso 
d) al párrafo segundo de la fracción II y una fracción IX al artículo 3o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico.171

En el corazón del Pacto por México estuvieron las reformas para trans-
formar todo lo relacionado con las telecomunicaciones, en México fue-
ron encuadradas por el propio poder reformador de la Constitución, en el 
marco de los derechos fundamentales. A fin de garantizar a la ciudadanía 
el acceso pleno a lo que denominaron “la sociedad de la información y el 
conocimiento”, se estableció en el artículo 6o. que las telecomunicaciones 
—teléfono, radio, televisión e internet— son servicios públicos de interés 
general, por lo que el Estado se obligó a tomar medidas que aseguraran 
condiciones de competencia, calidad, pluralidad, cobertura universal, in-
terconexión, convergencia, continuidad, acceso libre y sin injerencias arbi-
trarias y, por tanto, también fortaleció la autoridad del Estado para regular 
efectivamente las condiciones de competencia y la forma de concesionar el 
espacio radioeléctrico. Para ello, se aprobaron dos reformas: la primera el 5 
y la segunda el 11 de junio de 2013172 (López & Luna, 2016).

Como resultado de estas reformas dos instituciones de la Administra-
ción Pública Federal adquirieron el carácter de organismos autónomos 
constitucionales: el Instituto Federal de Telecomunicaciones, y la Comisión 
Federal de Competencia Económica. En ambos casos la dirección está a 
cargo de sendos cuerpos colegiados (siete comisionados, incluyendo al pre-
sidente) que serán nombrados por el presidente con la ratificación de dos 
terceras partes del Senado (artículo 27, párrafo 6o., y artículo 28, párrafos 
14 y ss.). Estas reformas impactaron también en la relación entre poderes y 
en el papel del Estado en la economía.

Parte de los compromisos del Pacto por México fue la reforma a la Ley 
General de Población, con el propósito de establecer una cédula de identi-
dad para toda la población.173 El 17 de junio de 2014174 se incorpora, en el 

171		 Esta institución se extinguió el 15 de mayo de 2019, cuando a través de un decreto 
publicado en el DOF, López Obrador echó para atrás la reforma educativa del Pacto por 
México.

172		 DOF, 5 de junio de 2013, Decreto por el que se reforman los párrafos primero y 
último del artículo 25, así como el párrafo primero y tercero del apartado A del artículo 26 
de la Constitución Política. DOF, 11 de junio de 2013, Decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

173		 Compromiso 1.6 del primer tema: “Sociedad de derechos y libertades”, disponible en: 
https://embamex.sre.gob.mx/bolivia/images/pdf/REFORMAS/pacto_por_mexico.pdf (fecha de con-
sulta: 8 de mayo de 2023).

174		 DOF, 17 de junio de 2014, Decreto por el que se adiciona el artículo 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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artículo 4o. constitucional, el derecho a la identidad, y para ello se establece 
la obligación de registrar a las personas de manera inmediata después de su 
nacimiento, además de garantizar el acceso gratuito a la primera acta de na-
cimiento. Sin embargo, esta reforma no logró resolver el tema de facultar a 
la Segob como la institución con autoridad para expedir una cédula de iden-
tidad con control sobre datos biométricos de las personas.

Vale la pena hacer notar que los gobiernos de Fox y Calderón también 
fracasaron en este intento. A pesar de que se reconoció como un problema 
grave que la población menor de 18 años y la extranjera carecieran de una 
forma de identificación confiable, ha sido imposible superar dos obstáculos 
importantes: por un lado, la desconfianza hacia la Segob, que se originó en 
el presidencialismo autoritario y que está relacionada con la represión de 
la Dirección Federal de Seguridad; por el otro, el IFE no ha cedido control 
sobre el padrón electoral que emite la identificación más confiable a partir 
de 1993, que se instauró la credencial para votar con fotografía.

El 22 de mayo de 2015175 se reformó el artículo 2o. para establecer que 
“las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su derecho de 
votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como acceder y desempe-
ñar los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido electos 
o designados”, en el ámbito de las autoridades municipales. Con ello hay una 
ampliación a los derechos de las mujeres indígenas que pasa por encima de 
los llamados “usos y costumbres”, que establecían condiciones excepcionales 
relacionadas con las acciones afirmativas, primero, y la paridad después, en 
materia político-electoral. En este sentido, considero que esta reforma tam-
bién impacta el rubro de participación política y derechos electorales.

El 15 de agosto de 2016176 se reforma otra vez el artículo 11, que es el 
que establece el derecho de cualquier persona a solicitar y recibir asilo; aho-
ra se reconoce la condición de persona refugiada y, por ende, se especifica 
el derecho de asilo político. México deberá apegarse a los compromisos ad-
quiridos en los tratados internacionales que ha firmado.

El 10 de febrero de 2014,177 en el contexto del Pacto por México, se 
aprueba la llamada “reforma político-electoral”, que reformó 31 artículos 
de la Constitución (22%) y en la que se incluyeron materias muy diversas, 

175		 DOF, 22 de mayo de 2015, Decreto por el que se reforma la fracción III, del aparta-
do A, del artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

176		 DOF, 15 de agosto de 2016, Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del 
artículo 11 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

177		 DOF, 10 de febrero de 2014, Decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia política-electoral. Se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de los 
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entre las más importantes: la transformación de la PGR en la Fiscalía Gene-
ral de la República, con autonomía constitucional; el Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) dejó de ser un des-
concentrado de la Secretaría de Desarrollo Social para también convertirse 
en OCA;178 el IFE se convierte en el Instituto Nacional Electoral, y se esta-
blece la posibilidad de los gobiernos de coalición; sus temas principales en 
materia electoral fueron: el régimen de gobierno, la nacionalización parcial 
de la autoridad electoral, el régimen de partidos políticos, la fiscalización, el 
fortalecimiento del sistema sancionatorio a los partidos y las modificaciones 
al modelo de comunicación política.

De acuerdo con Córdova (2021), la nacionalización del sistema elec-
toral tuvo como objetivo principal evitar que los gobernadores ensuciaran 
los procesos locales. En una visión por demás simplista del PAN y del PRD, 
la falta de alternancia en algunas entidades sólo podía entenderse a través 
de la manipulación de los gobernadores. Además, se precisan condiciones 
para la consulta popular como instrumento de participación ciudadana.

Con respecto al régimen de gobierno, se introduce en nuestra Consti-
tución la figura del “gobierno de coalición” como facultad potestativa del 
presidente de la República y como alternativa para una mejor gobernabi-
lidad en caso de que su partido no alcance la mayoría absoluta; en teoría, 
esto incrementaría la gobernabilidad democrática. De acuerdo con Valadés 
(2018), el Pacto por México sirvió como experiencia previa para incluir esta 
nueva previsión constitucional, y de implementarse, nos acercaría a un sis-
tema presidencial verdaderamente democrático. En esta lógica se busca que 
cuando el partido del presidente no obtenga la mayoría absoluta del Congre-
so, busque acuerdos estructurales con partidos aliados, lo que tendría como 
consecuencia un reequilibrio entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo, al que 
se le da la facultad de ratificar el nombramiento de los secretarios de Estado.

En el ámbito estrictamente electoral sólo mencionaremos las cuestio-
nes más relevantes. Por último, se aprueba la reelección consecutiva para 
legisladores, presidentes municipales y todos los miembros electos del Ayun-
tamiento. En teoría, esto debería empoderar al Legislativo vis a vis con el 
Ejecutivo, porque los legisladores adquirirían mucha mayor independencia 
al vincularlos con el electorado, por tanto, la ciudadanía también ganaría 
en detrimento de las nomenclaturas partidistas. Sin embargo, éstas pusieron 
tantas condiciones para poder competir por la reelección, que sus efectos se-

artículos 26, 28, 29, 35, 41, 54, 55, 59, 65, 69, 73, 74, 76, 78, 82, 83, 84, 89, 90, 93, 95, 99, 
102, 105, 107, 110, 111, 115, 116, 119 y 122.

178		 Con respecto al Coneval no abundaremos mucho más porque la reforma constitucional 
no se implementó, ya que el Congreso no aprobó la legislación secundaria que era necesaria.
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rán muy limitados para suavizar la llamada partidocracia. La reelección y las 
candidaturas independientes se convierten en una obligación en las entida-
des de la Federación a través de la reforma del 27 de diciembre de 2013,179 
lo que agudiza el proceso de centralización en detrimento de la Federación.

Así, se nacionalizó el sistema electoral, y el IFE se transformó en Institu-
to Nacional Electoral (INE), al que se le agregaron nuevas funciones, tanto 
en el ámbito federal como en las entidades de la Federación; entre las más 
importantes destacan: la capacidad de supervisión a las autoridades locales 
y el nombramiento de las personas consejeras de los institutos locales, ahora 
llamados Organismos Públicos Locales (OPL). A solicitud de los partidos, 
el INE podrá organizar las elecciones de sus dirigencias, y será la autori-
dad responsable de organizar los ejercicios de consulta popular. Asimismo, 
se convierte en la autoridad única de fiscalización, que deberá hacerse en 
tiempo real.

En materia de elecciones locales, el INE podrá asumir la realización 
en aquellas entidades en las que, de acuerdo con ocho de las once personas 
consejeras del Consejo General, no existan condiciones para que el insti-
tuto local organice unas elecciones que cumplan con todos los principios 
constitucionales; también puede atraer o delegar algunas de las funciones. 
El sistema profesional electoral también se nacionalizó, por lo que resulta 
una obligación del INE supervisar la profesionalización en todos los OPL.

Por lo que hace a los derechos de participación y pluralización del sis-
tema de partidos, se eleva a 3%, es decir, un punto porcentual en el umbral 
de participación, lo que tendrá un efecto reductor en el número de partidos 
y, por tanto, es una limitante en el proceso de pluralización de la Cámara de 
Diputados (Marván & Navarro, 2019).

En materia de justicia electoral, una vez más, se incrementan las pro-
hibiciones y se introducen sanciones más estrictas; se añaden causales para 
anular la elección, la más importante, el rebase del tope de gastos de cam-
paña. Se agrega al TEPJF una sala regional llamada “especializada”, que 
se dedicará de manera exclusiva a atender los asuntos relacionados con el 
modelo de comunicación política que se había creado en 2007. Esta re-
forma se complementa con la del 7 de julio del mismo año para adicionar 
como causa de nulidad la compra o adquisición de cobertura informativa 
o adquisición de tiempo aire en radio o televisión; reforma que resultó de 
la presión ejercida por los partidos de oposición después del ejercicio de fis-
calización del proceso electoral de 2012.

179		 DOF, 27 de diciembre de 2013, Decreto por el que se reforma el inciso e) y se adiciona 
un inciso o) de la fracción IV del artículo 116; y se reforma el artículo 122, Apartado C, Base 
Primera, fracción V, inciso f) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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La PGR se convierte en la Fiscalía General de la República, dotada de 
autonomía constitucional. Esta es una de las reformas más importantes de la 
relación entre poderes, ya que le quita al Poder Ejecutivo el inmenso poder 
que tenía sobre el monopolio en materia de procuración de justicia. En el 
nombramiento del fiscal General de la República intervendrán el Ejecutivo 
y el Legislativo a través del Senado. Se le da al fiscal un periodo inusual-
mente largo, nueve años, sin posibilidad de repetir en el cargo, y el Senado 
puede solicitar al Ejecutivo su remoción.

El 17 de agosto de 2018,180 ya con Andrés Manuel López Obrador 
como presidente electo, fue necesario hacer una nueva reforma al artículo 
Décimo Sexto Transitorio, en el que se establecía el procedimiento para 
nombrar al fiscal General. La reforma de 2014 permitía que el procurador 
General se convirtiera en fiscal sin mayor trámite; sin embargo, los escán-
dalos de corrupción del sexenio de Peña Nieto sirvieron para incentivar la 
movilización de amplios sectores de la sociedad civil, que consideraban que 
darle un “pase automático” a Raúl Cervantes Andrade (procurador en ese 
momento) provocaría que la nueva Fiscalía naciera muerta, por las ligas 
partidarias y de amistad entre Cervantes y Peña Nieto. De esta manera, a 
través de la reforma se perfeccionó el proceso de nombramiento del primer 
fiscal General de la República, mismo que se completó hasta enero de 2019, 
ya en el gobierno de López Obrador.181

Un último cambio de esta reforma fue la adición de dos párrafos al ar-
tículo 69, que tiene como propósito incidir en el equilibrio entre el Ejecuti-
vo y el Legislativo en dos aspectos relevantes: primero, finalmente se logra 
la institucionalización de la pregunta parlamentaria, y segundo, se establece 
que la estrategia en materia de seguridad nacional será una responsabili-
dad compartida entre ambos.

Artículo 69…
Cada una de las Cámaras realizará el análisis del informe y podrá solicitar 

al Presidente de la República ampliar la información mediante pregunta por 
escrito y citar a los Secretarios de Estado y a los directores de las entidades 
paraestatales, quienes comparecerán y rendirán informes bajo protesta de 
decir verdad. La Ley del Congreso y sus reglamentos regularán el ejercicio 
de esta facultad.

En el primer año de su mandato, en la apertura del segundo periodo de 
sesiones ordinarias del Congreso, el Presidente de la República presentará 

180		 DOF, 17 de agosto de 2018, Decreto por el que se reforma el artículo Décimo Sexto 
Transitorio del “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
de la Constitución”.

181		 Se recomienda ver el Diario de los Debates.
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ante la Cámara de Senadores, para su aprobación, la Estrategia Nacional 
de Seguridad Pública e informará anualmente sobre el estado que guarde…

El 29 de enero de 2016182 se reforma la Constitución para transformar al 
Distrito Federal en la Ciudad de México, lo que también fue un compromiso 
del Pacto por México. Expresado en el quinto apartado, “Acuerdos para la 
gobernabilidad democrática. 5.4 Reforma del Distrito Federal”, es un cam-
bio profundo para la ciudad en la que residen los poderes de la Federación, 
ya que la transforma en una entidad federativa con autonomía en todo lo 
concerniente a su régimen interior y a su organización política y administra-
tiva; cambia las delegaciones en alcaldías con gobiernos colegiados electos 
directamente por la ciudadanía, más parecidos a los gobiernos municipales 
del resto de la República. Con ello se cierra un ciclo de transformación que 
comenzó con la reforma política de 1986 para dotar a los habitantes de la 
ciudad capital de derechos políticos en materia de gobierno local.

Se previó convocar a una Asamblea Constituyente para la redacción de la 
primera Constitución Política de la Ciudad de México. El ejercicio del Poder 
Legislativo se deposita en la Legislatura de la Ciudad de México, y el titular 
del Poder Ejecutivo se denomina jefe de Gobierno de la Ciudad de México. 
El ejercicio del Poder Judicial se deposita en el Tribunal Superior de Justicia, 
en el Consejo de la Judicatura y en los juzgados y tribunales que establezca 
la Constitución Política de la Ciudad de México. El gobierno de las demar-
caciones territoriales de la Ciudad de México estará a cargo de las alcaldías, 
órganos político-administrativos que se integrarán por un alcalde y un Con-
sejo, electos para un periodo de tres años. Asimismo, se establece el régimen 
transitorio para la composición de la Asamblea Constituyente de la Ciudad 
de México, encargada de aprobar y expedir la Constitución Política de la 
Ciudad de México.

Además de la autonomía de la Fiscalía General de la República, ya re-
señada, hubo otras reformas constitucionales que impactaron en materia 
de procuración y administración de la justicia. El 8 de octubre de 2013 se 
reforma el artículo 73 de la Constitución, con el propósito de facultar al 

182		 DOF, 26 de enero de 2016, Decreto por el que se declaran reformadas y derogadas 
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de la reforma política de la Ciudad de México. Se crea la Ciudad de México como 
una entidad federativa con autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y a su 
organización política y administrativa, en los términos que establezca la Constitución Política 
de la Ciudad de México. Se reforman y derogan diversas disposiciones de los artículos 2o., 
3o., 5o., 6o., 17, 18, 21, 26, 27, 28, 31, 36, 40, 41, 43, 44, 53, 55, 56, 62, 71, 73, 76, 79, 82, 
89, 95, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 110, 111, 115, 117, 119, 120, 121, 122, 123, 
124, 125, 127, 130, 131, 133, 134 y 135.
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Congreso para expedir la legislación procedimental penal única.183 El 2 de 
julio de 2015184 se faculta al Congreso para expedir la legislación nacional 
en materia de justicia penal para adolescentes; apenas una semana después, 
el 10 de julio, y con el mismo objetivo, sobre leyes generales en materia de 
desaparición forzada de personas, y el 25 de julio de 2016,185 sobre una ley 
general en materia de los derechos de las víctimas.

El 5 de febrero de 2017,186 finalmente, se promulga una reforma que 
buscaba ser una alternativa de solución para los muy complicados pro-
blemas en materia de procuración y administración de justicia; en ésta 
se excluyó la materia penal para atender de mejor manera lo que en ese 
momento se llamó “justicia cotidiana”. Producto de foros con la sociedad 
civil y la academia se introdujeron ocho reformas de la mayor importancia: 
1) justicia laboral; 2) procedimientos civiles y familiares; 3) organización y 
funcionamiento de los registros civiles; 4) mecanismos alternativos de solu-
ción de controversias; 5) solución del fondo del conflicto; 6) fundamentación 
y motivación en procedimientos orales; 7) mejora regulatoria, y 8) justicia 
cívica e itinerante (Martín, 2018).

El proceso de reforma de la justicia cotidiana buscó atender la crisis 
estructural en materia de acceso a la justicia que existe en México, más 
allá de lo penal; es decir, en todas las áreas que se vinculan de manera 
más inmediata en la vida ordinaria de la mayoría de las y los mexicanos: 
un pleito laboral, un conflicto entre vecinos, problemas escolares, divor-
cios, abandono de las responsabilidades paternas o maternas, etcétera. En 
pocas palabras, es la justicia que permite hacer justiciables sus derechos 
(Martín, 2018, p. 16).

Se establecieron formas alternativas de solución de controversias, me-
jora regulatoria, justicia cívica e itinerante y registros civiles. Se le dieron 
facultades al Congreso para expedir cuatro leyes generales: 1) ley general 
que establezca los principios y bases en materia de mecanismos alternati-
vos de solución de controversias, con excepción de la materia penal; 2) ley 

183		 DOF, 8 de octubre de 2013, Decreto  por el que se reforma la fracción XXI del 
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

184		 DOF, 2 de julio de 2015, Decreto por el que se reforman los párrafos cuarto y sexto 
del artículo 18 y el inciso c) de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos.

185		 DOF, 25 de julio de 2016, Decreto por el que se adiciona la fracción XXIX-X al 
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

186		 DOF, 5 de febrero de 2017, Decreto por el que se declaran reformadas y adicionadas 
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en mate-
ria de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, Mejora Regulatoria, Justicia 
Cívica e Itinerante y Registros Civiles.
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general que armonice y homologue la organización y el funcionamiento de 
los registros civiles; 3) ley general que establezca los principios y bases a los 
que deberán sujetarse los órdenes de gobierno, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, en materia de mejora regulatoria, y 4) ley general que 
establezca los principios y bases a los que deberán sujetarse los órdenes de 
gobierno, en el ámbito de su respectiva competencia, en materia de justicia 
cívica e itinerante. Complementaria a las anteriores, está la reforma del 15 
de septiembre de 2017, que faculta al Congreso para expedir una ley única 
en materia procesal civil y familiar.

En el mismo tenor, el 24 de febrero de 2017 se establecen nuevas bases 
en materia de justicia laboral. Se suprimen las juntas de conciliación y arbi-
traje, pero no se elimina la conciliación en sí misma. Ésta se entiende como 
un proceso previo a la justicia en tribunales; para ello, se establecen tribuna-
les laborales en el seno del Poder Judicial de la Federación y de las entidades 
federativas. En el orden local, la función conciliatoria estará a cargo de los 
centros de conciliación que se instituyan en las entidades federativas. Y en el 
orden federal, la función conciliatoria estará a cargo de un organismo des-
centralizado. Se establece la obligación de registrar todos los contratos co-
lectivos de trabajo, las organizaciones sindicales y sus respectivos trámites. 
El titular de este organismo descentralizado será designado por la Cámara 
de Senadores, a propuesta del Ejecutivo federal, por lo que podemos con-
siderar que también tiene incidencia en la distribución de funciones entre 
poderes, al darle una nueva facultad al Senado.

En materia de transparencia, rendición de cuentas y combate a la co-
rrupción también hubo reformas importantes. El 7 de febrero de 2014 se re-
formó la Constitución para establecer que el organismo garante en materia 
de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales 
tendrá autonomía constitucional.

[Con] competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a 
la información pública y la protección de datos personales de cualquier au-
toridad, entidad, órgano u organismo que forme parte de alguno de los Po-
deres Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, 
fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o 
sindicatos que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad 
en el ámbito federal. (artículo 6o.)

Únicamente se establecen excepciones para el caso de los asuntos ju-
risdiccionales de la SCJN. Se le dan también facultades para que pueda 
revisar decisiones de los organismos de las entidades federativas.
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Se cambia el proceso de nombramiento de las personas comisionadas, 
con lo que se altera la relación entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo, que, a 
través del Senado, adquiere mayor relevancia; un comité técnico participa en 
la evaluación de las personas candidatas y entrega los resultados al Senado, 
que no está obligado a tomar en cuenta los resultados de la evaluación para 
seleccionar a las personas que nombrará; el Ejecutivo tiene derecho de veto 
hasta por dos ocasiones. Con este cambio disminuye el poder del Ejecutivo y 
se incrementa el del Senado, ya que se revierten los papeles; anteriormente el 
Ejecutivo nombraba y el Senado podía objetar el nombramiento.

En mayo de 2015187 se aprobaron dos importantes reformas constitu-
cionales para tratar de hacer frente a la creciente corrupción. A pesar de 
que este tema estaba originalmente inscrito en los compromisos del Pacto 
por México, la realidad es que ya no siguió la lógica de negociación de los 
decretos de 2013 y 2014. Después de los escándalos de Ayotzinapa y la 
Casa Blanca,188 se rompió la forma de negociación tripartita; siguieron las 
reformas, pero ya no necesariamente se negociaban en la Segob por las di-
rigencias partidarias.

En esta negociación la sociedad civil adquirió un papel protagónico. Se 
formó un gran consorcio de OSC (Organizaciones de la Sociedad Civil) que 
presentó al Senado una iniciativa ciudadana para la que reunió firmas en 
todo el país. Esta iniciativa se conoció como la Ley 3 de 3, pero en realidad 
era una propuesta mucho más amplia para la creación del SNA. A través 
del mecanismo de Parlamento Abierto,189 las OSC que promovieron la ini-
ciativa participaron activamente en la redacción tanto de la iniciativa de 
reforma constitucional como de las diversas iniciativas legales, entre las más 
importantes, la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción (Ethos & 
USAID, 2017).

El SNA es un mecanismo que coordina diversas autoridades de los tres 
órdenes de gobierno, y tiene como propósito mejorar el sistema de rendi-

187		 DOF, 26 de mayo de 2015, Decreto por el que se reforman y adicionan diversas dispo-
siciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de disciplina 
financiera de las entidades federativas y los municipios. Se reforman y adicionan los artículos 
25, 73, 79, 108, 116 y 117.

DOF, 27 de mayo de 2015, Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 
combate a la corrupción. Se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de los 
artículos 22, 28, 41, 73, 74, 76, 79, 104, 108, 109, 113, 114, 116 y 122.

188		 Véase Carrillo, 2022.
189		 Mecanismo de participación de la sociedad civil organizada con el Poder Legislativo, 

surgió como parte de la evolución de la participación de México en la iniciativa del presiden-
te Obama, llamada Open Government Partnership, de la que México fue socio fundador.
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ción de cuentas y combatir la corrupción en todas las autoridades guber-
namentales, en los tres ámbitos de gobierno (Federación, estados y munici-
pios). De acuerdo con Juan Manuel Portal, a la sazón titular de la ASF, el 
SNA “Busca articular en una estrategia coherente a las instituciones compe-
tentes en este tema, sean judiciales, administrativas, o de fiscalización, con 
el fin de cerrar los espacios a riesgos reales o potenciales para la comisión 
de irregularidades” (citado por Gutiérrez, 2017, p. 53). Establece disposi-
ciones para la prevención, investigación, detección y sanción tanto de las 
faltas administrativas como de los delitos de corrupción. En el artículo 113 
constitucional se alojaron sus principales disposiciones.

Así, faculta al Congreso de la Unión para: 1) expedir la ley general que 
establezca las bases de coordinación del SNA; 2) expedir la ley que instituya 
al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, y 3) expedir la ley general de 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos y de los parti-
culares vinculados con faltas administrativas graves. Además, otorga a la 
Cámara de Diputados la atribución para designar a los titulares de los órga-
nos internos de control de los organismos con autonomía reconocida en la 
Constitución que ejerzan recursos del PEF, y también obliga a los servidores 
públicos a presentar su declaración patrimonial y de intereses.

El Comité Coordinador del SNA está conformado por las personas ti-
tulares de seis entidades: la Auditoría Superior de la Federación, la Fiscalía 
Especializada en Combate de la Corrupción, la Secretaría de la Función 
Pública, el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, un representante 
del Consejo de la Judicatura y otro del Comité de Participación Ciudadana.

En materia del quehacer del Estado en la economía fueron tres gran-
des reformas las que se gestaron: la de telecomunicaciones, la relativa a 
la eliminación de monopolios —ampliamente comentadas en el apartado 
relacionado con los derechos fundamentales— y, quizá, la reforma que su-
puso un cambio más radical fue en materia energética, que transforma, de 
manera sustancial, el papel de Petróleos Mexicanos y su relación con la APF 
(Administración Pública Federal), así como de la Comisión Federal de Elec-
tricidad. Se aprobó el 20 de diciembre de 2013190 para abrir a la inversión 
privada ciertas actividades de exploración y extracción de petróleo y demás 
hidrocarburos, así como la producción y distribución de energía eléctrica. 
Tanto Fox como Calderón habían intentado, sin éxito, reformas en esta 
materia; el PRD siempre estuvo en contra y el PRI, que las había obstacu-

190		 DOF, 20 de diciembre de 2013, Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia de 
Energía. Se reforman los artículos 25, 27 y 28.
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lizado activamente, sólo se manifestó a favor cuando fueron propuestas de 
su propio partido.

Para superar la crisis en los yacimientos de petróleo, que parecían agotar-
se, era necesario hacer inversiones mucho más riesgosas para las que había 
que atraer capitales privados; se harían mediante asignaciones a empresas 
productivas del Estado o a través de contratos de éstas con particulares. 
También posibilitó los contratos con particulares en materia de servicio pú-
blico de transmisión y distribución de energía eléctrica (Elizondo, 2017). En 
el ámbito institucional se creó el Fondo Mexicano del Petróleo para la Esta-
bilización y el Desarrollo, fideicomiso público administrado por el Banco de 
México como fiduciario y la SHCP como fideicomitente, con tres finalidades 
principales: administración de los ingresos petroleros; gestión financiera de 
los contratos de extracción y exploración de hidrocarburos, y administración 
de la reserva a largo plazo.191 Esta reforma disminuye directamente la discre-
cionalidad del Ejecutivo en el manejo de los recursos petroleros.

VII. Exceso de reformas, 
débil consolidación democrática

Es necesario hacer un comentario específico sobre dos de los artículos que tu-
vieron mayores reformas en el periodo de los gobiernos divididos, el artículo 
4o. y el 73, ya que, en gran medida, reflejan los acuerdos de las fuerzas po-
líticas. Como advertíamos desde un principio, por un lado, reconocer o am-
pliar derechos fundamentales es políticamente correcto y se hace sin pensar 
en los costos presupuestales que esto puede implicar, por lo que son de muy 
fácil aprobación; por el otro, persiste la convicción de que cualquier mal se 
puede solucionar con una reforma constitucional complementada por otorgar 
al Poder Legislativo de la Federación facultades específicas para legislar en la 
materia. Existe la ilusión de que, al federalizar, se tiene la solución a los diversos 
problemas de gobernabilidad, que se resolverán de manera casi automática. 
Esto es particularmente claro en materia de procuración y administración de 
justicia, así como del creciente problema de seguridad pública y expansión 
de la delincuencia, relacionada o no con el narcotráfico o con la corrupción en 
los tres ámbitos de gobierno.

En el artículo 4o. se ha depositado todo lo que el poder constituyente ha 
considerado necesario para el desarrollo integral de las personas, con espe-
cial atención en los llamados “grupos en situación de vulnerabilidad”. Ese 

191		 Disponible en: https://www.fmped.org.mx/general/%7BF81E1012-4919-5BF8-92E7-F91 
997518CAE%7D.pdf (fecha de consulta: 8 de septiembre de 2023).
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artículo creció de manera significativa en los años del gobierno sin mayo-
ría; nueve de las dieciocho reformas que se le han hecho, desde 1917 hasta 
2023, fueron hechas en este periodo.192

Dentro del capítulo primero del texto constitucional, el artículo 4o. es un pre-
cepto al que, a través de catorce reformas [dieciocho hasta 2023] de gran al-
cance, se han integrado una serie de derechos de carácter social que guardan 
poca relación entre sí, pero que buscan favorecer el desarrollo integral de las 
personas y, en particular de ciertos grupos que históricamente se han encon-
trado en situaciones de vulnerabilidad. (Brito, 2016, p. 378)

Se perfeccionaron y agregaron diversos derechos, por ejemplo, en ma-
teria de alimentación, con adjetivos calificativos como: nutritiva, suficiente y 
de calidad; medio ambiente sano; disposición y saneamiento del agua para 
consumo personal y doméstico; derecho a la identidad; derechos de las ni-
ñas y los niños; acceso a la cultura, y acceso a la cultura física y el deporte. 
Muchas de estas reformas fueron impulsadas por los compromisos adquiri-
dos por México al firmar pactos o tratados internacionales.

No obstante, en la mayoría de los casos nos encontramos con la falta 
de legislación específica que haga operables, pero sobre todo exigibles, es-
tos derechos, por lo que se ha considerado que es un artículo con un mayor 
poder declarativo que operativo, en el que no hay certeza de cuáles son 
los límites y procedimientos para poder hacer que estos derechos humanos 
sean exigibles frente al Estado. En este sentido, conviene preguntarnos si la 
ampliación “declarativa” de derechos, que a la postre son inexigibles, puede 
considerarse un paso en la dirección correcta en el proceso de consolida-
ción de la democracia en México, si bien el reconocimiento de derechos 
es importante para el gobernado, especialmente después de la reforma de 
2011 al artículo 1o. de la Constitución, que en su párrafo tercero establece 
lo siguiente:

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos 
que establezca la ley.

192		 El artículo 4o. de la Constitución de 1917 hablaba sobre la libertad de trabajo, especí-
ficamente en el ejercicio de las profesiones, y constaba de dos párrafos. En 1974 se derogaron 
y su contenido se ha transformado en los derechos fundamentales para el desarrollo de las 
personas y la protección especial a grupos vulnerables.
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Sin embargo, cuando el Estado no prevé los fondos necesarios para 
establecer una política pública que permita a las autoridades correspon-
dientes convertir esos derechos en realidad, se genera una tensión entre 
los gobernados, que exigen el cumplimiento, y el Estado, que carece de los 
recursos materiales para satisfacer dichas demandas, donde ya se estableció 
que todas las personas tienen derecho. Como comentamos al principio de 
este apartado, es relativamente sencillo ampliar derechos humanos en Mé-
xico, pues ni el Legislativo ni el Ejecutivo asumen la responsabilidad de fon-
dear los nuevos derechos constitucionalizados, y esta práctica termina por 
debilitar el Estado de derecho, al hacer de la ley papel mojado.

En relación con el artículo 73, en el que se establecen las materias sobre 
las que puede legislar la Federación, lo primero que hay que decir es que 
en los veintiún años de gobiernos sin mayoría se reformó en 34 ocasiones, 
y en todos los casos hubo un proceso de concentración de las facultades de 
la Federación, en claro detrimento del poder de las entidades, lo que, por 
sí mismo, puede ser considerado menos democrático y no lo contrario, y 
aunque esta es una discusión que no abordaré, lo cierto es que se debilita el 
pacto federal.

De manera particular, en el sexenio de Peña Nieto se centralizaron fun-
ciones en la Federación y se crearon los sistemas nacionales: Sistema Nacio-
nal Electoral; Sistema Nacional de Seguridad Pública; Sistema Nacional de 
Transparencia, y Sistema Nacional Anticorrupción. Para hacer funcionar 
estos sistemas se expidieron diversas leyes generales que no tenían el propó-
sito de la distribución de competencias que, según los juristas, les es propio 
a este tipo de leyes. Por el contrario, en todos los casos fueron leyes muy 
detalladas que especificaban qué debían hacer las autoridades federales, es-
tatales, e inclusive municipales (Serna, 2014).

No resulta exagerado afirmar que con ello hubo un debilitamiento de la 
“otra división de poderes”, la que, en teoría, debería existir en un Estado fe-
derado. El proceso de centralización del sistema federal mexicano se aceleró 
en la era de los gobiernos divididos. Los cuatro presidentes de este perio-
do experimentaron la necesidad de convivir con gobernadores de partidos 
multivariados, lo que, además de desaparecer la facultad metaconstitucio-
nal del presidente de dar órdenes directas a los gobernadores con la certeza 
de que serían cumplidas, presentó la oportunidad de crear condiciones de 
un nuevo entendimiento democrático entre los tres ámbitos de gobierno, 
que hasta ahora nunca se ha llegado a institucionalizar.

A pesar de que las reformas constitucionales requieren de la aprobación 
de los congresos locales, no se registran casos en que la resistencia a alguna 
reforma constitucional haya provenido de la negativa de estos para apro-
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barla. En el presidencialismo transicional hubo algunos incentivos para la 
disciplina de los congresos locales con las decisiones del gobierno federal, y 
podemos especular que fue impuesta a través de dirigencias nacionales de 
los partidos. Entonces, es de suponer que las negociaciones poco claras del 
presupuesto con la complicidad de las élites partidarias cartelizadas, sustitu-
yeron la fuerza del presidente en la era del presidencialismo autoritario. Sin 
embargo, esta hipótesis habría que probarla en una investigación que, por 
mucho, excede el objetivo de este trabajo.

En el sexenio de Peña Nieto, la relación entre poderes fue un momento 
de expansión de los OCA, lo que, como hemos dicho, disminuye el Poder 
Ejecutivo y le agrega facultades y responsabilidades al Legislativo. En este 
tema, la reforma del 15 de octubre de 2012193 le dio poder a la Suprema 
Corte de Justicia para resolver las discrepancias de los límites territoriales 
entre las entidades de la República, tradicionalmente esta era una facultad 
del Senado, así que pierde éste y gana el Poder Judicial.

193		 DOF, 15 de octubre de 2012, Decreto por el que se reforman los artículos 46, 76 y 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.




